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Resumen: En Colombia, con motivo a la creación del Sistema General de Riesgos Laborales 
se estableció que las Administradoras de Riesgos Laborales serían las encargadas de la afiliación 
y la administración, lo que trajo consigo una concentración de funciones y de poder en cabeza de 
estas, actuando como juez y parte dentro de todo el proceso surtido a un paciente, desde el 
Tratamiento de Recuperación Medica hasta la Declaratoria de Pérdida de Capacidad Laboral y 
finalizando con el reconocimiento de las Prestaciones Económicas, vulnerando el derecho al 
Debido Proceso y colocando en riesgo el derecho a la Salud de los mismos.  
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Abstract: In Colombia, by the way of creation the General System of Occupational Risks, 
was established that Labor Risks in the Administrators would be responsible for affiliation and 
administration, what brought with it a concentration of functions and power at the top of these, 
acting as judge and part of the entire process assorted to a patient, from the Treatment of Medical 
Recovery to the Declaration of Loss of Work Capacity and ending with the recognition of the 
Economic Benefits, violating the right to Due Process and putting their right to Health at risk. 
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El presente artículo está enfocado en realizar un análisis constitucional de todas las funciones 
y servicios que prestan las Administradoras de Riesgos Laborales como consecuencia de la 
creación del Sistema General de Riesgos Laborales en Colombia, a las cuales el Estado las 
encargó de la afiliación y administración de los riesgos, en el marco normativo del “Decreto 
Legislativo 1295 de 1994”, la “Ley 776 de 2002”, la “Ley 1562 de 2012” y el “Decreto 019 de 
2012”, con la finalidad de prestar todos estos servicios a la población de trabajadores que de 
forma permanente están expuestos a los Riesgos Laborales y que son víctimas de su 
materialización.   
Lo anterior, dado que existe una problemática producto de que se le han concedido una 
cantidad de funciones y servicios a las ARL  que se pueden dividir en tres procesos como lo son 
la Rehabilitación, la Calificación y el Reconocimiento de Prestaciones económicas según cada 
caso, las cuales nunca han sido objeto de un análisis de constitucionalidad, colocando en riesgo a 
la población de trabajadores que reciben estos servicios, a quienes en la realidad y la práctica se 
les están violando Derechos Fundamentales como lo son el Debido Proceso y la Salud como 
consecuencia de una Concentración de poder en cabeza de las Administradoras de Riesgos 
Laborales, por tal motivo se realiza una Investigación Socio jurídica, pues se enfoca en el 
contenido de las normas que regulan las funciones y servicios de estas entidades, pero se 
estudian frente a su aplicación real y postulados constitucionales, por lo cual “es una 
investigación que en su desarrollo estrecha la relación Sistema normativo- realidad social” 







Materiales y Métodos 
En este orden de ideas, se requiere de la aplicación de un diseño metodológico que implica 
dos procesos, en primer lugar un método descriptivo que nos permite identificar las 
características, propiedades y dimensiones del objeto de estudio es decir las Normas que regulan 
las Administradoras de Riesgos Laborales en lo concerniente a sus servicios y funciones y 
además de los elementos constitucionales, frente a los cuales se va someter el análisis, el cual 
corresponde al último proceso, que requiere la aplicación de un método general como lo es el 
Análisis que sería de Constitucionalidad para poder dar respuesta al problema de investigación 
en su mayor alcance posible.  
 
Resultados y hallazgos 
¿Qué son las ARL y cuál es su función especial? 
En Colombia, existe el Sistema General de Seguridad Social Integral creado por la “Ley 100 
de 1993”, a su vez este se subdivide en el Sistema General de Pensiones, Sistema General de 
Salud y Sistema General de Riesgos Laborales, siendo este último el que nos interesa abordar a 
profundidad. 
En virtud a la creación del Sistema General de Riesgos Laborales, se crearon las 
Administradoras de Riesgos Laborales, las cuales son entidades administrativas que pueden ser 
de carácter público o privado, pero lo que las caracteriza es su función, el servicio que prestan, la 
importancia e impacto que tienen para los destinatarios del servicio, pues tienen como finalidad 
prestar servicios en materia de Riesgos Laborales, tanto a personas naturales como jurídicas que 
se afilien a las entidades, en el segundo caso a toda la población de trabajadores de la empresa 
privada o entidad de carácter público que haya contratado los servicios con la Administradora de 





prevenir, realizar programas, promover campañas, crear instrumentos, capacitar, realizar 
inducciones y acompañamientos en materia de Riesgos Laborales, con una finalidad mayor, la 
cual consiste en evitar que todos los sujetos afiliados, sean víctimas de la materialización de los 
Riesgos Laborales a los que están expuestos sea en forma de Accidentes o Enfermedades 
Laborales.  
     ¿Qué son los Riesgos Laborales?  
Los Riesgos Laborales son el punto de partida de toda empresa y hacen referencia a un 
conjunto de condiciones, situaciones, elementos y cargas que están presentes de forma 
permanente en el cumplimiento de las funciones y actividades laborales que realiza un 
trabajador, derivadas de un cargo que le ha sido asignado, las cuales pueden generar un peligro o 
efecto negativo, sea en forma de Enfermedad Laboral o un Accidente de Trabajo, es decir todo 
aquello a lo que está expuesto.  
Dado el impacto que estos generan directamente en el trabajador, son considerados como el 
principal enemigo que hay que enfrentar, razón por la cual constituyen el primer elemento de 
identificación por parte de las ARL dentro de las Matrices de Riesgos y Peligros, considerado el 
instrumento base para la creación del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo en 
las empresas.  
Clasificación de los Riesgos Laborales.  
Dado la importancia de esta figura, se debe hablar sobre su clasificación, pues es con motivo a 
esta, que se genera una mayor precisión, cautela y especialidad en las medidas de intervención 
adoptadas. 
Dentro de la clasificación, están los siguientes: El Riesgo físico considerado como aquel que 
se presenta cuando hay una exposición a ruidos excesivos, temperaturas muy altas sean de calor 





manipulación de productos químicos en el desarrollo de ciertos procesos de producción y 
también está presente en muchas ocasiones por el solo hecho del medio ambiente. El Riesgo 
Biológico es aquel que se produce por exposición a microorganismos del medio ambiente que 
puedan producir alguna enfermedad.  
El Riesgo Ergonómico o Biomecánico se puede considerar de forma especial por ser un riesgo 
que ataca únicamente el Sistema Osteomuscular del trabajador expuesto y se presenta cuando el 
trabajador está sometido a jornadas extensas sentado y hay una mala higiene postural, posiciones 
forzosas, movimientos repetitivos, levantamiento de elementos pesados que superen el máximo 
permitido entre otros.  
El Riesgo Psicosocial es considerado también de forma especial por ser un riesgo que ataca la 
esfera mental y psicológica del trabajador y por ser uno de los más graves, dado que es producto 
de la exposición a factores como lo son la Presión Laboral, las jornadas laborales extensas, el 
acoso laboral bajo todas sus modalidades, la carga mental, altos niveles de responsabilidad, el 
estrés, la atención al público, el exceso de carga laboral, jornadas nocturnas, la fatiga, desorden 
en los puestos de trabajo, mal ambiente de trabajo, discriminación entre otras.  
Normativa que regula las Administradoras de Riesgos Laborales.  
Es preciso arrancar entonces con la Ley 100 de 1993 Libro III Capítulo I en sus Artículos 249 
al 256, pues es a partir de esta Ley que se crea el Sistema General de Riesgos Laborales, el 
Decreto Legislativo 1295 de 1994 con el cual se fijaron los lineamientos de la “organización y 
administración del Sistema General de Riesgos Laborales” (Social, 1994),  la Ley 776 de 2002 
con la cual se dictaron otras normas para complementar las ya establecidas en el Decreto,  el 
Articulo 142 del Decreto 019 de 2012, la Ley 1562 de 2012, el Decreto 1507 de 2014 y el 
Decreto 1072 de 2015, con el cual se expide el “Decreto Único Reglamentario del Sector 





individual, el colectivo, todo lo concerniente a sindicatos, la Seguridad Social, Los Riesgos 
Laborales y el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo.   
 
Funciones y servicios de las Administradoras de Riesgos Laborales  
Teniendo en cuenta el contenido de toda la Normatividad que regula los parámetros de 
competencia, servicios, deberes, facultades y prohibiciones de las ARL en Colombia, podemos 
establecer de forma general que estas entidades en un principio se crearon para administrar y 
afiliar los trabajadores al Sistema de Riesgos Laborales, en un segundo plano, está el manejo de 
las Pensiones de Invalidez y Sobrevivencia por Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Laborales, lo que implica la facultad de realizar las Calificaciones Medicas Laborales de Origen 
y Perdida de Capacidad Laboral, ahora bien, para poder realizar dichas calificaciones, debe 
existir de forma previa un Historial Clínico de cada paciente, por lo tanto también es otra de sus 
funciones, prestar los servicios médicos asistenciales, lo que implica que tienen como función 
prestar las asistencias médicas, conceder medicamentos, terapias, hospitalizaciones es decir 
todos los servicios que requiera cada paciente para lograr su recuperación, por otro lado mientras 
se prestan estos servicios, también está la función de conceder el pago de incapacidades mientras 
se resuelve y se define el estado de salud de cada paciente, es decir que también tienen como 
función pagar las prestaciones económicas, las cuales comprenden incapacidades, 
indemnizaciones por pérdida de capacidad laboral, pensiones, reajustes  y auxilios funerarios. 
Siendo consecuentes con lo anterior, también están los servicios que se deben prestar a las 
empresas, como lo son, las afiliaciones de trabajadores, la realización de exámenes 
ocupacionales, todo lo relacionado con la implementación de los Sistemas de Gestión de 
Seguridad y Salud en el Trabajo, como lo son los programas de Seguridad y Salud en el Trabajo, 





de Riesgo Psicosocial, los Estudios de puestos de trabajo, los Programas de pausas activas, las 
matrices de Elementos de Protección Personal, los Sistemas de Vigilancia Epidemiológica, la 
asesoría para la conformación de los Comités Paritarios, Comité de convivencia y las brigadas de 
emergencia, todo esto según la población de trabajadores.  
Como se puede evidenciar, son muchos los servicios que prestan estas entidades en favor de 
la empresa y del trabajador, pero una vez analizada la secuencia y la finalidad de estas, se puede 
identificar que realmente en cabeza de la misma entidad se encuentran todas estas funciones y 
servicios comprendidos en 3 etapas.  
La primera Etapa llamada Tratamiento Médico de Recuperación, la segunda que podemos 
llamar el Proceso de Calificación Medica Laboral y finalmente la tercera etapa que sería 
Reconocimiento de Prestaciones Económicas. 
 
Tratamiento Médico de Recuperación.   
En esta primera etapa, se deben presentar unos antecedentes como lo son, que el trabajador 
sufra un Accidente de Trabajo o una Enfermedad Laboral y sea debidamente reportado a través 
del Informe de Accidente de Trabajo o Informe de la Enfermedad Laboral a la ARL. Una vez 
realizado el informe de la situación, se inicia con la prestación de los servicios médicos 
asistenciales, los cuales tienen un orden: Tanto en caso de Accidentes de trabajo como de 
enfermedad laboral, a través de la EPS se atiende la urgencia según lo ocurrido y se ponen a 
disposición todos los médicos especialistas según la contingencia, se presta el servicio de cirugía 
según la necesidad en casos de Accidentes de Trabajo, luego prosigue la hospitalización durante 
el tiempo que se requiera por parte de los médicos que estén prestando el servicio, una vez dado 
de alta, se inician los tratamientos, lo cual comprende las incapacidades, controles, citas médicas 





posteriores que se ordenen para lograr una recuperación, además la rehabilitación física y 
profesional.  
En esta etapa, hay unos elementos determinantes para definir los servicios médicos 
asistenciales según cada paciente, los cuales son, las condiciones de tiempo modo y lugar en caso 
de Accidente de Trabajo y en caso de Enfermedad Laboral se analiza la sintomatología, el 
tiempo de evolución y los factores extra e intra laborales, las lesiones o afectaciones causadas, y 
una vez determinado esto nace el Diagnostico principal, es decir la descripción de la situación 
médica real y presente del paciente el cual es esencial y concluyente para definir el tratamiento.  
Normalmente en los tratamientos, pueden cambiar los diagnósticos o pueden nacer otros 
derivados del principal, pero independiente de esto el objetivo es brindar una total recuperación a 
un paciente aunque  desafortunadamente no en todos los casos se da y por eso nacen las 
Secuelas, que son aquellas consecuencias de una enfermedad que no pueden ser resueltas y que 
persisten en el paciente de forma permanente, de ahí provienen las discapacidades, la 
incapacidad permanente parcial o una invalidez y en su peor caso la muerte.  
Durante todo este proceso, la entidad se encarga de proveer todos los médicos y especialistas 
según el estado de salud del paciente y sus necesidades para lograr la recuperación, lo que 
produce como resultado la historia clínica que es el soporte de todo lo ocurrido, realizado y 
diagnosticado a un paciente, la evolución, los conceptos médicos, las mejorías, las secuelas, los 
datos del médico tratante y de los especialistas que lo han atendido en el proceso, para dar inicio 
a la segunda etapa llamada Proceso de Calificación Medica Laboral.  
 
Proceso de calificación médica laboral.   
En esta etapa la entidad pasa de ser la encargada de realizar el tratamiento de recuperación del 





carácter médico y jurídico por medio del cual se le califica a un paciente una vez finalizado 
totalmente el tratamiento, el Origen de la Enfermedad o Accidente, el Porcentaje de Pérdida de 
Capacidad Laboral y la Fecha de Estructuración con base en la historia clínica completa, los 
exámenes, las baterías, los conceptos médicos de especialistas y demás elementos de carácter 
médico que contribuyan para la definición de la Calificación.   
El Origen hace referencia a la determinación de las condiciones que dieron lugar al Accidente 
o Enfermedad para así definir si fue laboral o común, el Porcentaje de Pérdida de Capacidad 
Laboral hace referencia a la representación numérica en porcentaje de la disminución de la 
capacidad laboral padecida por un paciente como consecuencia a un Accidente de Trabajo o 
Enfermedad Laboral y la Fecha de Estructuración que puede ser o la fecha del Accidente de 
Trabajo o en caso de Enfermedad Laboral, el momento en el cual se considera que el paciente se 
encuentra en una situación de salud que no le permite laborar, aunque desafortunadamente en la 
actualidad no se tiene en cuenta este concepto pues se han evidenciado en algunos casos de 
pacientes que padecen enfermedades laborales, que en sus dictámenes se pone como fecha de 
estructuración la fecha de la calificación, lo que no tiene ningún sentido y desfavorece la 
situación del paciente.  
Producto del análisis de todos los elementos médicos, se arroja un resultado que se expresa en 
un Dictamen Médico Laboral el cual está compuesto por datos de información personal básica 
para identificar el paciente, todos los elementos de estudio es decir los documentos médicos que 
se valoraron, un Ítem de Deficiencias o Enfermedades donde se concluyen todos los 
Diagnósticos a valorar, in Ítem de Minusvalías y otro de Discapacidades, lo cual se ha venido 
modificando con el tiempo, para finalmente arrojar el Origen, la PCL y la Fecha de 





Como consecuencia del resultado del Dictamen de Pérdida de Capacidad Laboral, se define el 
Estado Real de salud de un paciente y el Origen, el cual puede ser una recuperación total, una 
“incapacidad permanente parcial si el porcentaje es igual o superior al 5% e inferior al 50% o 
una invalidez que sería del 50% en adelante” (Ley 776 de 2002 , 2002).    
Frente a los Dictámenes médicos laborales emitidos por las ARL, proceden los Recursos de 
Apelación en caso de inconformidad, del cual conoce en segunda instancia, la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez, la cual resuelve a través de otro Dictamen, el cual también es 
susceptible de apelación por cualquier interesado incluyendo la misma ARL que emitió el primer 
dictamen y ya finalmente de dicho último recurso, conoce la Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez como última instancia dentro de la Estructura de las juntas médicas, la cual resuelve 
por medio de dictamen médico y solo procede frente a este una Demanda Ordinaria Laboral ante 
Juzgado Laboral del Circuito, es decir que dentro del Proceso de Calificación existen los 
recursos en caso de no estar de acuerdo con el primer resultado.   
Finalizado el proceso de calificación y el dictamen debidamente ejecutoriado, nacen para el 
trabajador unos derechos económicos dependiendo del porcentaje final, que deben ser 
reconocidos y pagados por la misma ARL, sea por una incapacidad permanente parcial o por una 
invalidez.   
 
Reconocimiento de prestaciones económicas.  
Como ya se ha dicho anteriormente, el Dictamen médico laboral no solo define una condición 
de salud y una verdadera capacidad laboral sino que también genera unos derechos de tipo 
económico, que se encuentran a cargo de la misma ARL, como lo son la Indemnización por 





otra parte está la Pensión de Invalidez o Pensión de Sobrevivientes que se reconocen con base en 
la Ley 776 de 2002.  
 
Elementos constitucionales para el análisis de las funciones y servicios de las 
Administradoras de Riesgos Laborales 
 
La Desconcentración y distribución de funciones  
Colombia como lo establece la Constitución Política en su Artículo 1º , es un “Estado Social 
de Derecho en forma de Republica Unitaria, descentralizado administrativamente con autonomía 
de sus entidades territoriales” (Constitucion Politica de Colombia , 1991), lo que evidencia en 
primera instancia que hacemos mención a un Estado cuya intención era distribuir  funciones y 
competencias con el fin de evitar una concentración de poder en cabeza de autoridades, personas 
jurídicas de derecho público y entidades territoriales y por otra parte para lograr una verdadera 
colaboración armónica para cumplir con los fines esenciales del Estado para finalmente lograr 
una verdadera prestación de servicios de forma especializada que atienda las necesidades de la 
población no solo en cuanto el servicio sino también en cuanto a las garantías para hacer valer 
los derechos y lograr una debida y oportuna prestación de los servicios.  
Dicha distribución de funciones comprendía un proceso tanto de creación de entidades 
públicas para así determinar las autoridades que integrarían cada entidad así como un proceso de 
división o separación de funciones, para lograr la prestación de servicios especializados para así 
definir las competencias de cada entidad y su respectivo alcance.  
Ahora bien, una vez designadas las funciones para cada entidad, también se definían las 
entidades que controlarían el ejercicio de dichas funciones y además los mecanismos jurídicos 





alguna decisión es decir que también se crearon los recursos que se podían interponer frente a las 
decisiones de las autoridades, emitidas en cada etapa dentro de los procesos llevados por cada 
uno según el procedimiento establecido en las normas especiales, en el evento de una 
inconformidad, una falta de aplicación de normas, una violación a derechos fundamentales, una 
extralimitación de funciones, una falta de motivación de una decisión, alguna incoherencia entre 
los argumentos y la decisión entre otros. El punto es que nuestro Estado Colombiano desde la 
definición de la Forma de Estado y la Forma de Gobierno, plasmo las bases sobre las cuales se 
asienta la figura de la desconcentración que se considera como uno de los principios de la 
Función Administrativa, como un primer paso para lograr una efectiva distribución de funciones 
en varias entidades, la cual con el tiempo empezó a desarrollarse y a coger más fuerza, llevando 
a la creación de otros principios que tienen un mismo fin pero que otorgan mayor autonomía en 
la toma de decisiones y responsabilidad a quien encabeza las funciones y competencias que se le 
han entregado y en otros casos permitiendo que las personas jurídicas de derecho privado presten 
funciones públicas para lograr una verdadera prestación de servicios a la ciudadanía. 
  Articulo 29 de la Constitución Política “Debido proceso”.  
Constituye uno de los principales Derechos fundamentales de la Constitución Política de 
Colombia, el cual se caracteriza por encerrar varios derechos concretos, de los cuales deben estar 
revestidos todos los procesos llevados por las autoridades públicas, entidades territoriales, 
autoridades judiciales y particulares que presten servicios de carácter público.  
Según este derecho fundamental, todos los procesos, trámites, actuaciones y decisiones de 
carácter administrativo o judicial deben llevarse según el Debido Proceso, lo cual tiene como 
primer paso que la autoridad que conozca del caso sea aquella que tenga jurisdicción y 





que las autoridades realicen los trámites establecidos en las normas que sean de su competencia y 
en la forma estipulada.  
La forma comprende un inicio o apertura, unas actuaciones de trámite y una terminación sea a 
través de sentencias, actos administrativos entre otros y se desarrolla en virtud a unas etapas y 
actuaciones, las cuales tienen un orden, producto de una finalidad y un sentido lógico para lograr 
la toma de decisiones que resuelvan los asuntos puestos a conocimiento y atender de forma 
eficiente las necesidades de las personas.  
Las etapas están revestidas de unos principios como lo son el de oportunidad y preclusión, 
puesto que cada una inicia y termina en un tiempo determinado considerado entonces ese tiempo 
de duración aquel  en el cual las partes pueden actuar según las cargas y objetivo de cada etapa, 
ahora bien, en el desarrollo de estas etapas se debe respetar el derecho a intervenir, lo que 
implica dar unas versiones, exponer una posición, contar los hechos, entre otros, por otra parte se 
debe siempre conceder el derecho de defensa, lo cual es distinto pues frente a una versión dada 
las personas tienen derecho a controvertirlas sean negándolas o exponiendo versiones de hechos 
totalmente distintas, es decir que este derecho lleva implícito el derecho de contradicción.  
El derecho de contradicción es entonces un requisito para la toma de decisiones, lo que quiere 
decir que se deben escuchar a todas las partes involucradas, obligando a la autoridad a actuar con 
imparcialidad, estando siempre en la mitad y no en favor de uno de los extremos de la Litis, lo 
que también llamamos una igualdad de armas, y no siendo suficiente con base en lo anterior, 
queda claro que para que una autoridad o persona pueda resolver con imparcialidad que es uno 
de los principios generales del derecho, en derecho, con base en las normas que resuelvan el caso 
y que además estén vigentes al momento de llevarse a su conocimiento, esta no puede ser parte 
dentro del mismo, no puede existir ningún interés, ni puede representar algún beneficio, no 





un asunto de cualquier tipo debe ser un tercero totalmente ajeno al conflicto a las partes y a los 
efectos que puedan generar sus decisiones, pues si quien resuelve se ve involucrado de alguna de 
esas formas, se vulnera dicho principio que también hace parte del Debido Proceso. De lo 
anterior extraemos otro elemento del derecho fundamental y corresponde a que las decisiones 
que se toman deben ser con base en las normas que regulan el asunto y además que dichas 
normas deben estar vigentes para dicho momento.  
Ahora bien, hay que tener en cuenta que las autoridades para tomar las decisiones deben 
apoyarse tanto en la norma que regula el caso como en las pruebas aportadas a los procesos, 
siendo entonces la prueba un elemento fundamental para resolver, frente a la cual la autoridad 
tiene la obligación de valorarlas, darles un peso jurídico a todas conforme a unos principios, por 
lo tanto si a una parte dentro de un proceso no se le valora alguna prueba, se le vulnera de forma 
directa el Debido Proceso y téngase en cuenta que esta obligación no significa darle la razón o 
resolver en favor de quien la aporta, pues las pruebas para realmente demostrar un hecho o 
versión y ser trascendentales para resolver un asunto, deben ser “conducentes, pertinentes y 
eficaces” (Orozco, 2010) lo que es muy distinto.  
Una vez finalizadas las etapas, siempre se emiten unos actos que dan tramite a otras etapas o 
que resuelven un asunto, puede ser a través de un acto administrativo,  auto de sustanciación o 
interlocutorio y finalmente una sentencia, el punto es que una vez emitidas estas decisiones, se le 
debe conceder el derecho a las partes involucradas o a aquellos que puedan verse también 
afectados por esas decisiones a presentar los recursos legales dentro de un término establecido, 
en caso de que existan inconformidades de cualquier tipo, lo que quiere decir que cuando a una 
persona se le niega el derecho de reposición o apelación que serían los recursos ordinarios y la 
Revisión o Casación que serían los Recursos Extraordinarios en contra de una decisión, se le está 





Dado lo anterior, se concluye entonces lo ya manifestado por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C 980/10, la cual establece:   
La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al Debido proceso, como el conjunto de 
garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del 
individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten 
sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. (Constitucional, 2010)  
 
 
Artículo 49 de la Constitución Política “la Salud”.    
En Colombia este Derecho fundamental  ha tenido un gran desarrollo jurisprudencial por parte 
de la Corte Constitucional, dado que es considerado como un derecho autónomo, derivado del 
derecho a la vida y la dignidad  pero también originario de otros como lo es la Seguridad Social, 
pues es claro que para que una persona goce de la vida que le fue concedida en unas condiciones 
dignas, pues estos dos derechos no pueden separarse, existen unas condiciones mínimas que 
requieren ser sustentadas para lograr la verdadera materialización de la Dignidad.  
Con base en lo anterior, la Salud es un elemento primordial que requiere el ser humano para 
tener una vida digna y lo que pretende es que la persona se encuentre en unas condiciones 
óptimas física y mentalmente para que pueda llevar una vida normal, es decir el poder realizar 
actividades, el poder estudiar, el poder trabajar, el poder disfrutar, el poder sentir, el poder 
relacionarse, el poder conformar una familia entre otras más cosas que contempla la vida. Por 
este motivo, el Estado se ha encargado de crear leyes que regulan procedimientos, garantías, 
entidades, funciones, servicios, derechos con el fin de lograr la materialización de este Derecho 
fundamental y por ese motivo se creó el Sistema Integral de Seguridad Social en Colombia para 
prestar todos los servicios mínimos necesarios requeridos por la población en caso de 





Cuando una persona sufre una Enfermedad o Accidente, tiene derecho a que se le brinde una 
atención médica de urgencia, una atención especializada según sea el caso, unos procedimientos 
quirúrgicos si son necesarios, unos medicamentos, un proceso de recuperación, unos controles y 
todo aquello que en el aspecto medico se derive según la necesidad, es decir que todos estos 
derechos específicos hacen parte del Derecho a la Salud, siendo entonces también un derecho 
compuesto.  
Por otra parte, analizando todo lo que se deriva del derecho a la salud, existe un punto de 
partida para poder prestar todos los demás servicios y es el derecho al Diagnostico, es decir la 
identificación de la situación medica, condición o enfermedad de la persona, lo cual es 
indispensable, pues es en virtud a este que a una persona se le define el servicio que necesita 
tanto para recuperarse como para poder continuar con una vida normal exactamente la que traía 
con anterioridad al padecimiento de una enfermedad o accidente, lo que significa entonces que el 
diagnostico implica el reconocimiento del estado real de salud, para que un paciente realmente 
obtenga un servicio médico que permita su recuperación, en otras palabras es la garantía de la 
recuperación.  
Cabe entonces señalar que cuando a una persona no se le define su verdadero diagnóstico, 
mucho menos se le va poder realizar un tratamiento que le brinde una recuperación, colocando 
en riesgo la vida, empeorando una situación médica, generando unas secuelas en otras esferas y 
apartándonos del significado referente al organismo, también están las secuelas que se le puede 
producir a una persona en su esfera personal, relacional, laboral, familiar, sentimental y muchas 






Análisis Constitucional frente a la desconcentración y distribución de funciones. 
Como quedo claro, toda la normatividad del Sistema General de Riesgos Laborales, es aquella 
que de carácter especial se encarga de regular las competencias, funciones y servicios que 
prestan la Administradoras de Riesgos Laborales.  
Teniendo en cuenta ya de forma concreta que las funciones y servicios que prestan estas 
entidades, se pueden dividir en tres etapas, siendo estas el Tratamiento Médico de Recuperación, 
el Proceso de Calificación Medica Laboral y el reconocimiento de prestaciones económicas, son 
entonces los Artículos 4 Literal B, 5, 6, 7, 34, 47 y 80 del Decreto Legislativo 1295 de 1994, los 
Artículos 42, 43 y siguientes de la Ley 100 de 1993, los Artículos 1 Parágrafo 2, 6 y 7 de la Ley 
776 de 2002 y entre otras, aquellos que regulan todo el conjunto de funciones que prestan las 
Administradoras de Riesgos Laborales dentro de cada etapa.  
Por lo anterior queda en evidencia, que en cabeza de las Administradoras de Riesgos 
Laborales se están radicando múltiples funciones, unas de tipo médicas, otras de calificación y 
finalmente de carácter económico, es decir de múltiple naturaleza sobre una misma entidad, 
ahora bien, cabe resaltar que en el presente caso en virtud a estas normas, estamos ante una 
concentración de funciones , dado que no se evidencia por ninguna parte que haya una 
distribución de estas en cabeza de otras entidades del Sistema General de Riesgos Laborales, 
pues recordemos estamos hablando únicamente de casos por Enfermedad Laboral o Accidente de 
Trabajo, figura que se asemeja al Artículo 189 de la Constitución Política el cual nunca ha sido 
objeto de modificación por inconstitucionalidad dado la concentración de poder en cabeza del 
Presidente de la Republica, como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad 
Administrativa, estando entonces ante un caso similar de concentración de poder en cabeza de 





Por otra parte, para dar más peso,  también estamos en presencia de una concentración de 
poder, puesto que existe una concentración de funciones que son totalmente conexas, es decir 
que la una depende de la otra y peor aún que en la tercera etapa de los procesos surtidos por las 
ARL hacemos referencia a que nace una obligación económica, la cual en Colombia la realidad 
nos muestra que de forma permanente todo el tiempo se está tratando de menoscabar los 
derechos reales de carácter económico que tienen los trabajadores, pues muy distinto seria que 
dichas funciones tuvieran cada una un sentido y finalidad distinta y operaran en distintos 
escenarios y los receptores de dichos servicios fueran sujetos en condiciones distintas, pero la 
realidad es otra pues  en el presente caso así como hay una Concentración de funciones otorgadas 
por las normas, también hay una Concentración de poder como consecuencia que dichas 
funciones tienen un orden especifico, la una depende de la otra, cada una verse sobre asuntos de 
alta relevancia por tratarse de derechos fundamentales para los sujetos que reciben los servicios y 
además la finalidad de las tres etapas persiguen la definición de un Estado de Salud y el 
reconocimiento de un derecho económico bajo la modalidad de Prestación Económica, lo que 
implica  la presencia de un sujeto sometido a tres etapas dentro de las cuales el desarrollo de las 
funciones y la prestación de los servicios, todos son prestados por una misma entidad que 
además de todo es la también encargada de pagar el derecho económico producto de las dos 
anteriores, lo que se traduce sin lugar a duda a que estas entidades tienen el poder sobre todo el 
proceso. Es entonces por lo anterior que ante los principios y la intención del constituyente 
plasmado en el Artículo 1º, no existe ninguna desconcentración ni distribución de funciones sino 
por el contrario, existe una concentración de poder en cabeza de las Administradoras de Riesgos 






Frente al Debido proceso  
Teniendo en cuenta la profundización que se realizó sobre este derecho fundamental y su gran 
importancia, además de que tiene una  connotación especial por ser un derecho de carácter 
compuesto es decir por encerrar un sinnúmero de derechos concretos y principios de los cuales 
deben estar revestidos todos los procesos, tramites y actuaciones llevados por las autoridades 
sean de tipo administrativo o judicial en Colombia, cabe entonces decir que también todos los 
procesos llevados a cabo ante las Administradoras de Riesgos Laborales deben estar sujetos al 
Debido Proceso.  
Llevando entonces el orden de las etapas ya establecidas en el presente artículo, haremos 
referencia en primer lugar al Proceso de Recuperación médica, en el cual la entidad cumple las 
funciones de prestar todos los servicios medico asistenciales requeridos por cada paciente según 
el siniestro y las necesidades del tratamiento para lograr una recuperación. Para poder prestar 
estos servicios, se requieren de unos médicos especialistas, los cuales son designados por la 
misma ARL que teniendo en cuenta lo ya expuesto, es la misma entidad que al final de las tres 
etapas es quien debe pagar las prestaciones médicas derivadas de los dos primeros procesos que 
serían tratamiento y calificación, lo cual deja en evidencia que hay una vulneración del principio 
de Imparcialidad, pues como producto de un Tratamiento de recuperación nace la obligación de 
calificar y además reconocer un derecho económico derivado de esto, lo cual frente al Debido 
Proceso como derecho fundamental, se está vulnerando, pues no se está garantizando 
imparcialidad, además la entidad está actuando desde un principio como juez y parte pues dicha 
historia clínica generada surte efecto tanto para ellos como para el paciente dado que no solo 
tiene efectos médicos sino también económicos. 
Sin embargo, hay que tener en cuenta que dentro de este proceso los pacientes no tienen 





conceptos de rehabilitación, las definiciones sobre mejorías medicas máximas y mucho menos 
cuando estos dan de alta un paciente, es decir que también hay una vulneración al derecho de 
contradicción, pues deben someterse al concepto médico y no tienen forma ni mecanismo para 
manifestar una inconformidad frente a lo consignado en la historia clínica.  
Constitucionalmente hablando desde el solo hecho de la Concentración del poder que hay en 
cabeza de las ARL, de entrada ya eso conlleva una violación al Debido Proceso pues no se puede 
ser juez y parte en un proceso, dado que sus propias decisiones surten efecto para el paciente 
como para ellos mismos, por lo tanto mientras los conceptos médicos sean más positivos para 
una rehabilitación favorable, más bajo va ser el porcentaje de pérdida de capacidad laboral para 
que la Indemnización por pagar sea lo menos cuantioso posible, lo que quiere decir que la 
historia clínica puede ser manipulada en favor de la ARL según sus intereses vulnerando los 
derechos fundamentales de los pacientes y peor aún saber que los pacientes el único instrumento 
que tienen para soportar su condición de salud es esta historia clínica para llevar al Proceso de 
Calificación médica.  
Dado lo anterior, dentro de la primera etapa, hay una violación al derecho fundamental del 
Debido Proceso, pues no se reconoce el derecho de contradicción y no se garantiza el principio 
de imparcialidad y además la entidad actúa como juez y parte tanto al momento de la emisión de 
la historia clínica como al momento de realizar la calificación medica laboral con base en la 
misma dada por sus médicos.  
En lo referente al proceso de calificación medica laboral en virtud a lo ya explicado y dado la 
existencia de una concentración de poder, la ARL actúa sobretodo en esta etapa como juez y 
parte, pues es en esta etapa donde se emite el dictamen médico laboral con base en la historia 
clínica, el cual define el estado real de salud del paciente a través de un porcentaje de pérdida de 





dependiendo de la PCL es que se establece el monto de la Indemnización que debe pagar la 
misma, osea que actúa como juez cuando califica el paciente pero también actúa como parte 
cuando el dictamen surte efectos para ellos a la hora de pagar la IPP, lo que quiere decir sigue 
existiendo una vulneración al principio de Imparcialidad y por otra parte hay que traer a colación 
que frente al dictamen médico si existen recursos pero ya de esos recursos conocen otras 
entidades como lo son las Juntas Regionales y la Nacional siendo la última, es decir que 
únicamente frente al dictamen hay recursos, pero para presentar los recursos hay que sustentar 
desde lo medico lo cual solo se encuentra en la historia clínica que en un principio dieron los 
médicos de la ARL, es decir que el proceso en el evento de ser sujeto a recursos no es mayor 
garantía para el paciente pues la base de este es la historia clínica dada por la ARL.  
Por otra parte, cuando la ARL presenta recursos en contra de los dictámenes dados por las 
juntas regionales, actúa como juez y parte, pues a pesar de no ser ya quien toma la decisión de 
segunda instancia, fue con base en su primer dictamen que se detonaron los recursos, aclarando 
entonces que primero emiten dictamen, es decir que deciden o resuelven actuando como juez 
pero después cuando ya es el junta regional que decide un recurso de apelación, la ARL actúa 
como parte pues la ley las faculta para presentar también recursos, lo cual es otra forma de 
violación al debido proceso, pues si solo actuara en la emisión del dictamen y posteriormente no 
tuviera la calidad de parte dentro del proceso, no sería violatorio del derecho fundamental, pero 
la realidad es otra y téngase en cuenta que incluso donde no actuara posteriormente como parte, 
igualmente en el solo primer dictamen ya hay una violación al Debido Proceso por lo ya 
expuesto.  
Finalmente en la etapa de reconocimiento de prestaciones económicas, en el acto como tal del 
pago del derecho que haya surgido, no hay violación de derechos fundamentales, pero dado que 





y más aún,  que todo depende de la primera etapa en la cual el futuro responsable del pago fue 
quien presto el servicio médico e hizo parte directa en la creación de la historia clínica, sigue 
existiendo una vulneración del principio de imparcialidad dada la conexidad de las etapas por ser 
una dependiente de la otra y además por ser realizadas por la misma entidad.   
 
Frente al derecho a la Salud   
Teniendo en cuenta entonces, que las tres etapas en las cuales se puede dividir todos los 
servicios que presta las ARL en Colombia a los trabajadores que hayan padecido una 
Enfermedad laboral o Accidente de Trabajo, están diseñadas para garantizar y proteger la salud 
de estos, en otras palabras ofrecer los servicios suficientes para que una persona obtenga una 
recuperación medica que le devuelva  su condición de salud anterior y además para proteger 
desde las prestaciones económicas los impactos negativos de lo sucedido y sus secuelas cuando 
no se puede lograr una recuperación, es en este caso que hay que hacer precisión en lo 
concerniente a que como consecuencia de la presencia de la Concentración de Poder en cabeza 
de las ARL y las múltiples formas en las que se presenta la  violación del Derecho Fundamental 
del Debido Proceso, esto también conlleva de forma inmediata a una posible vulneración del 
derecho a la salud de los pacientes, es decir que nace un riesgo con motivo al exceso de 
facultades y servicios que otorga la ley a las ARL en Colombia y además que no haya realmente 
la prestación de un servicio médico imparcial, colocándose en riesgo tanto la Salud como 
derecho y en consecuencia la vida dada su conexidad, pues desde el hecho de no reconocer el 
verdadero Diagnostico que da origen a la historia clínica de un paciente que hace parte integral 
del Derecho a la Salud,  ya se está vulnerando y en consecuencia se estaría ofreciendo un 





finalmente poner en riesgo la vida sobretodo tanto en casos de enfermedades laborales de tipo de 
psiquiátrico como accidentes de trabajo.  
Por lo anterior, queda claro que el objetivo de proteger y garantizar el Derecho a la Salud de 
los pacientes, no se está cumpliendo sino que por el contrario se está colocando en riesgo, como 
consecuencia de que la ARL es quien presta el servicio médico asistencial, frente al cual no hay 
como ejercer derecho de contradicción, no hay mecanismo jurídicos y en consecuencia se genera 
una historia clínica con base en los intereses de la ARL colocando en riesgo la salud como 
derecho fundamental de los pacientes, lo cual tiene una trascendencia mayor.  
Ahora bien, existe otra forma en la que se vulnera el derecho a la salud y es cuando no se 
concede el porcentaje de pérdida de capacidad real a un paciente para no tener que pagar una 
pensión, dado que la PCL comprende el estado real de salud de una persona es decir cuánto 
realmente se ha perdido la capacidad de trabajo para definir un derecho prestacional.   
 
Conclusiones 
Como resultado del análisis podemos concluir que la normatividad que se creó con el fin de 
regular las funciones, servicios y competencias de las Administradoras de Riesgos Laborales, 
generaron de forma inmediata una concentración de funciones en cabeza de estas, como 
consecuencia de habérseles otorgado la función de las prestaciones médicas asistenciales, la 
calificación medica laboral y la obligación del reconocimiento y pago de las prestaciones 
económicas, yendo en contra de la intención del constituyente plasmado en el Artículo 1º de la 
Constitución.  
Lo anterior también conllevo a una concentración de poder, dado que la misma entidad realiza 
las tres etapas, las cuales tiene un orden establecido, son totalmente conexas pues dependen la 





situación medica y jurídica del paciente, a través de unas decisiones que surten efectos para 
ambas partes, quedando en evidencia que estas actúan como juez y parte dentro de todo el 
proceso realizado a los pacientes.  
Dentro de la etapa del Tratamiento de Recuperación médica, en la cual las Administradoras de 
Riesgos Laborales prestan los servicios médicos asistenciales, no solo actúan como juez y parte 
sino que es donde existe la mayor violación del Derecho fundamental al Debido Proceso, pues no 
se garantiza la aplicación del Principio de Imparcialidad, tampoco se concede el Derecho de 
contradicción y mucho menos el de defensa a los pacientes.  
En la etapa de la Calificación Medica las Administradoras de Riesgos Laborales actúan 
definitivamente como juez y parte, pues una vez desarrollada la primera etapa y obtenida la 
historia clínica, se procede a emitir un dictamen médico del cual se determina si la entidad debe 
pagar alguna prestación económica en favor del paciente, lo cual lleva implícito una violación al 
Debido Proceso por múltiples factores.  
Queda claro que el objetivo de proteger y garantizar el Derecho fundamental a la Salud de los 
pacientes, no se está cumpliendo, sino que por el contrario se está colocando en riesgo dado la 
concentración de poder en cabeza de las Administradoras de Riesgos Laborales que conlleva a 
un comportamiento como juez y parte y sumado a esto la violación de derechos que integran el 
Debido Proceso, lo cual actualmente está ocurriendo en Colombia. 
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